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2. Descripción detallada de la interconexión con otras entidades del sistema 
inanciero o de otros sectores, para identiicar las relaciones de dependencia 
existentes.

3. Descripción del modelo y principales líneas de negocio.
4. Detalle de la situación inanciera de la entidad en la cual se incluyan los activos, 

los pasivos, el patrimonio, la solvencia, y el indicador de liquidez, entre otras 
variables relevantes.

5. Deinición de los servicios y funciones críticos para la operación de la entidad y 
de las estrategias previstas para mantenerlos en funcionamiento.

6. Deinición de las principales contrapartes.
7. Descripción y cuantiicación de las operaciones de derivados y coberturas.
8. Descripción de su participación en los sistemas de pago, compensación y liqui-

dación.
9. Descripción de los sistemas de información, centros principales y alternos de 

procesamiento de datos y planes de contingencia y continuidad del negocio.
10. Descripción de las operaciones en el extranjero y de las autoridades de supervi-

sión de dichas operaciones.
11.  de los indicadores base para iniciar la aplicación de las estrategias de resolución.
12. Deinición y descripción de la estrategia de resolución aplicable en caso de pre-

sentarse una situación de estrés inanciero material o liquidación de la entidad.
13. Deinición de las acciones preparatorias que posibiliten la aplicación de la es-

trategia de resolución de manera efectiva y oportuna, así como la identiicación 
de posibles obstáculos internos y externos para su adopción y deinir posibles 
mitigantes a los mismos, teniendo en cuenta que las estrategias de resolución pro-
puestas se validarán dentro del marco de los Esquemas de Pruebas de Resistencia 
establecidos por la Superintendencia Financiera de Colombia.

14. Deinición y descripción de las diversas fuentes de recursos disponibles para el 
inanciamiento de la estrategia de resolución.

15. Las demás que se adopten con base en los lineamientos y recomendaciones for-
mulados por la Comisión Intersectorial de Resolución que se crea en el presente 
Título, sin perjuicio de las potestades de decisión de la Superintendencia Finan-
ciera de Colombia o el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras (Fogain) 
de acuerdo con la ley y los actos de creación o de reestructuración.

Artículo 2.35.6.1.5. Funciones de la Superintendencia Financiera de Colombia en 

relación con los planes de resolución. Corresponderá a la Superintendencia Financiera de 
Colombia adelantar las siguientes funciones en relación con los planes de resolución, sin 
perjuicio de las previstas en el Estatuto Orgánico del Sistema Financiero y demás normas 
pertinentes.

1.  Comunicar a las entidades que han sido seleccionadas para elaborar y presentar 
planes de resolución, así como las condiciones de plazo y modo bajo las cuales 
deben cumplir con esta obligación.

2.  Impartir instrucciones a las entidades obligadas a presentar planes de resolu-
ción, sobre los lineamientos para la elaboración y presentación de los mismos e 
informar sobre los contenidos mínimos adicionales a los indicados en el presente 
Título.

3.  Requerir a las entidades para que efectúen modiicaciones o ajustes a los planes 
de resolución.

4. Requerir a las entidades la adopción de cualquier medida adicional, necesaria y 
proporcionada, en caso de que considere que aquellas propuestas en el plan de 
resolución presentado no son suicientes.

Artículo 2.35.6.1.6 Carácter no vinculante y conidencialidad de los planes de 
resolución. Los planes de resolución no son vinculantes para las autoridades competentes 
en materia de resolución de las entidades obligadas a presentarlos y se considerarán, para 
todos los efectos, como información de carácter conidencial y reservada.

CAPÍTULO 2

COORDINACIÓN INTERSECTORIAL

Artículo 2.35.6.2.1. Comisión Intersectorial de Resolución. Créase la Comisión 
Intersectorial de Resolución como órgano técnico para la coordinación y orientación de 
funciones relacionadas con la resolución de entidades, la cual estará integrada mínimo por 
dos (2) funcionarios de la Superintendencia Financiera de Colombia y dos (2) del Fondo 
de Garantías de Instituciones Financieras (Fogafín). De los funcionarios designados, por 
lo menos uno de cada entidad deberá tener la calidad de directivo.

La Comisión Intersectorial de Resolución podrá invitar a las sesiones de trabajo a las 
personas cuya asistencia considere pertinente.

Parágrafo. La totalidad de los miembros de la Comisión Intersectorial de Resolución, 
así como los invitados a las reuniones, deberán suscribir un acuerdo de conidencialidad 
sobre el tratamiento de la información que conozcan con ocasión de su participación en 
la Comisión.

Artículo 2.35.6.2.2. Funciones. La Comisión Intersectorial de Resolución 
ejercerá las siguientes funciones, sin perjuicio de las potestades decisorias que de 
acuerdo con la ley y los actos de creación o de reestructuración les correspondan a la 
Superintendencia Financiera de Colombia y al Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras (Fogafin):

a) Impartir lineamientos sobre la elaboración, presentación, actualización y ajuste de 
los planes de resolución de que trata el presente Título, entre ellos, los siguientes:

• Los criterios para establecer que una entidad se encuentra en una situación de 
estrés inanciero material.

• Los principios, condiciones y/o guías para la elaboración y desarrollo de los pla-
nes de resolución.

• La información adicional a la requerida en el artículo 2.35.6.1.4 del presente 
Decreto, en el caso en que se considere necesario;

b) Proponer a las instancias decisorias de la Superintendencia Financiera y del Fon-
do de Garantías de Instituciones Financieras (Fogain), las entidades que a su 
criterio deben elaborar planes de resolución y el cronograma de presentación de 
los mismos;

c) Coordinar los comentarios y solicitudes de ajuste a los planes de resolución 
propuestos por sus integrantes, en particular cuando estos presenten deicien-
cias o cuando se evidencien impedimentos para su aplicación y ponerlos en 
conocimiento de las instancias decisorias de las entidades que Integran la 
Comisión;

d) Coordinar la elaboración de estudios sobre el diseño y aplicación de estrategias 
de resolución adicionales a las consideradas en los planes de resolución;

e) Coordinar la elaboración de manuales sobre gestión de situaciones de crisis y po-
nerlos en conocimiento de las instancias decisorias de las entidades que integran 
la Comisión;

f) Analizar información relevante sobre la situación inanciera, administrativa y 
operativa de las entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Co-
lombia para el adecuado desarrollo del objetivo de los planes de resolución y el 
adecuado ejercicio de sus funciones;

g) Elaborar estudios sobre mejores prácticas en materia de resolución de entida-
des y formular propuestas a las instancias decisorias de la Superintendencia 
Financiera de Colombia o del Fondo de Garantías de Instituciones Financie-
ras (Fogain), cuando se considere que deben incluirse en el diagnóstico de 
la situación inanciera de las entidades vigiladas, o en los mecanismos de 
resolución;

h) Acordar y ejecutar una política de seguridad para el tratamiento de la informa-
ción que se comparte en la Comisión;

i) Dictarse su propio reglamento, el cual debe incluir los responsables de elaborar y 
aprobar las actas de las reuniones y la forma en la que se procederá en caso en que 
no se logre un acuerdo sobre los asuntos relacionados con sus funciones, entre 
otros elementos necesarios para el funcionamiento de la Comisión.

Parágrafo. Para el ejercicio de las anteriores funciones, se debe tomar en consideración 
que los planes de resolución deben propender por garantizar la continuidad de las funciones 
esenciales de la respectiva entidad, mitigar el riesgo moral de sus administradores, reducir 
el riesgo de necesidad de uso de recursos públicos y si es del caso, facilitar el proceso de 
liquidación.

Artículo 2°. Régimen de transición. La Comisión Intersectorial de Resolución deberá 
adelantar las funciones señaladas en los literales a) y b) del artículo 2.35.6.2.2 del presente 
decreto, a más tardar dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de entrada en vigencia 
del mismo, previendo en todo caso, que el cronograma que se proponga deberá contemplar que 
los primeros planes sean entregados por las entidades obligadas a presentarlos, a más tardar 
dentro de los dos (2) años siguientes a la fecha de entrada en vigencia del presente decreto.

Artículo 3°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación, 
sin perjuicio del régimen de transición previsto en el artículo 2° del presente decreto, y 
adiciona el Título 6 al Libro 35 de la Parte 2 del Decreto número 2555 de 2010.

Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 28 de mayo de 2018.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Mauricio Cárdenas Santamaría.

La Directora del Departamento Administrativo de la Función Pública,
Liliana Caballero Durán.

ministerio de Justicia y del derecHo

Decretos

DECRETO NÚMERO 932 DE 2018

(mayo 28)
por el cual se modiica el Decreto 1069 de 2015 “por medio del cual se expide el Decreto 

Único Reglamentario del Sector Justicia.
El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 

constitucionales y legales, en especial la conferida en el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 10 de la Ley 418 de 1997, modiicado por el artículo 4° de la Ley 782 de 2002, 
dispone que la dirección de todo proceso de paz corresponde exclusivamente al Presidente de la 
República como responsable de la preservación del orden público en toda la nación;

Que la Ley 1820 de 2016 y el Decreto 277 de 2017 establecen el procedimiento para 
que la jurisdicción ordinaria y la Jurisdicción Especial para la Paz estudien el otorgamiento 
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o aplicación del beneicio de amnistía de iure a las personas que se encuentren en el ámbito 
de aplicación de dicha ley;

Que se proirió el Decreto 522 de 2018 “Por el cual se adiciona el Decreto 1069 de 
2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia” 
y se reglamenta parcialmente la Ley 1820 de 2016” que dispone unos requisitos y 
procedimientos para la solicitud de aplicación y/o otorgamiento de amnistía;

Que de conformidad con el artículo transitorio 5° de la Constitución Política, 
incorporado por el Acto Legislativo 01 del 4 de abril de 2017, la Jurisdicción Especial 
para la Paz (JEP) estará sujeta a un régimen legal propio;

Que en aras de procurar la garantía de los derechos fundamentales de los excombatientes, 
en el marco de los compromisos adquiridos por el Gobierno nacional en el Acuerdo Final 
para la Terminación del Conlicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera, es 
menester ajustar la normativa existente en materia de amnistía, con especial atención en 
aquellos que se encuentren privados de la libertad;

Que se hace necesario expedir un decreto modiicatorio del Decreto 522 de 2018 en 
el sentido de armonizar las normas expedidas con el procedimiento establecido para la 
concesión de la amnistía en la Ley 1820 de 2016;

Que en mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el artículo 2.2.5.5.3.1. de la Sección 3 del Capítulo 5 del 
Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, adicionado mediante el 
artículo primero del Decreto 522 de 2018, en los siguientes términos:

Artículo 2.2.5.5.3.1. Solicitudes de aplicación de amnistía. Las personas que se 
encuentren dentro del ámbito de aplicación personal de la Ley 1820 de 2016 y que tuviesen 
procesos o condenas por los delitos objeto de amnistía podrán solicitar que les sea aplicada 
la amnistía concedida por la ley ante la Sala de Amnistía e Indulto de la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 2.2.5.5.3.2. de la Sección 3 del Capítulo 5 del 
Título 5 de la Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, adicionado mediante el 
artículo primero del Decreto 522 de 2018, en los siguientes términos:

Artículo 2.2.5.5.3.2. Solicitudes de amnistía presentadas por personas privadas de 

la libertad. Las personas que se encuentren privadas de la libertad y que estén dentro 
de alguna de las causales dispuestas por el artículo 17 de la Ley 1820 de 2016, podrán 
solicitar la aplicación de amnistía ante la Sala de Amnistía e Indulto de la Jurisdicción 
Especial para la Paz. La solicitud será resuelta de manera preferente por dicha jurisdicción.

Parágrafo. En el caso de que el solicitante tuviese delitos que no fuesen objeto de 
amnistía, la Jurisdicción Especial para la Paz podrá avocar conocimiento del caso y 
otorgar el beneicio de Libertad Condicionada en los términos de la Ley 1820 de 2016 y 
del Decreto-ley 900 de 2017.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 2.2.5.5.3.3. de la Sección 3 del Capítulo 5 del 
Título 5 de I Parte 2 del Libro 2 del Decreto 1069 de 2015, adicionado mediante el artículo 
primero del Decreto 522 de 2018, en los siguientes términos:

Artículo 2.2.5.5.3.3. Decisión de las solicitudes de amnistía. Las solicitudes de 
amnistía que se presenten ante la Sala de Amnistía e Indulto por las personas que tengan 
las condiciones de que tratan los numerales 1 y 2 del artículo 17 de la Ley 1820 de 2016, 
así como las que presenten los integrantes de las FARC EP que por estar encarcelados no 
se encuentren en posesión de armas, se resolverán en un término no mayor a los tres (3) 
meses a que se reiere el artículo 21 de la Ley 1820 de 2016.

Artículo 4°. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.
Publíquese y cúmplase.
Dado en Bogotá, D. C., a 28 de mayo de 2018.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Justicia y del Derecho,

Enrique Gil Botero.

ministerio de agricultura  
y desarrollo rural

Decretos

DECRETO NÚMERO 931 DE 2018

(mayo 28)
por el cual se crea el Sistema de Trazabilidad Vegetal y se incluye como Título 11 de 
la Parte 13 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Único Reglamentario del Sector 

Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las previstas en el numeral 11 del artículo 189 de la 
Constitución Política, y el artículo 233 de la Ley 1753 de 2015, y

CONSIDERANDO:

Que el artículo 65 de la Constitución Política establece que la producción de alimentos 
gozará de la especial protección del Estado. Para tal efecto, se otorgará prioridad al 
desarrollo integral de las actividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la construcción de obras de infraestructura física 

y adecuación de tierras. De igual manera, el Estado promoverá la investigación y la 
transferencia de tecnología para la producción de alimentos y materias primas de origen 
agropecuario, con el propósito de incrementar la productividad;

Que la Ley 1753 de 2015, por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 
2014-2018 “Todos por un nuevo País”, establece en su artículo 233 que: “con el in de 
mejorar la sanidad agropecuaria e inocuidad de los alimentos, prevenir prácticas ilegales 
en el comercio de los mismos, mejorar la información disponible para el consumidor 
y responder a los requerimientos del comercio internacional, el Gobierno nacional, en 
coordinación con el Instituto Colombiano Agropecuario (ICA), reglamentará de acuerdo 
a su competencia la implementación de sistemas de trazabilidad tanto en el sector 
primario como en la distribución de alimentos, y realizará el control de dichos sistemas. 
Su implementación la podrán realizar entidades de reconocida idoneidad en identiicación 
o desarrollo de plataformas tecnológicas de trazabilidad de productos”;

Que la importancia de la trazabilidad como mecanismo para el seguimiento y conocimiento 
de la historia de un alimento ha sido ampliamente reconocido por distintas organizaciones de 
ámbito internacional. En atención a sus implicaciones en términos de calidad de la producción 
agrícola, de seguridad alimentaria y de prevención de riesgos itosanitarios y de inocuidad, para 
la Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura, así como para 
la Organización Mundial de la Salud, la trazabilidad es un elemento fundamental que debe ser 
regulado por todos los países en un futuro inmediato;

Que un sistema de trazabilidad abarca la identiicación de productores y proveedores de 
insumos, así como de materias primas, incluidos los envases y cualquier sustancia empleada, 
cumpliendo propósitos más amplios que la seguridad alimentaria, y englobando mejoras para 
la producción de las especies y la calidad de los alimentos, al conocer mejor los ingredientes, 
procedencias, concentraciones, pureza o cualquier otro elemento relacionado;

Que un sistema de trazabilidad vegetal permitirá identiicar a las especies vegetales, 
desde la producción de la semilla, la trasformación, procesamiento, transporte, distribución 
y comercialización, y demás información asociada a todos los eslabones de la cadena 
productiva, hasta la adquisición de los productos vegetales terminados por parte del 
consumidor inal. Este sistema aplicaría en consonancia con las actuales políticas de 
Buenas Prácticas Agrícolas y de Manufactura, el Análisis de Peligros y Puntos Críticos 
de Control, y el Estatuto del Consumidor, entre otras normas nacionales e internacionales;

En mérito de lo expuesto,

DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. El presente decreto tiene por objeto adicionar el Título 11 a la 
Parte 13 del Libro 2 del Decreto 1071 de 2015, Decreto Único Reglamentario del Sector 
Administrativo Agropecuario, Pesquero y de Desarrollo Rural, en lo relativo a la creación 
del Sistema de Trazabilidad Vegetal, así:

“TÍTULO 11

Sistema de Trazabilidad Vegetal

Artículo 2.13.11.1. Sistema de Trazabilidad Vegetal. Crear el Sistema de Trazabilidad 
Vegetal, el cual estará integrado por el conjunto de actores, normas, procesos e información 
organizados para generar y mantener la trazabilidad en las especies y productos vegetales.

Artículo 2.13.11.2. Ámbito de aplicación. Las disposiciones del presente título se 
aplicarán a toda persona natural o jurídica que produzca, transforme, transporte, distribuya 
o comercialice especies vegetales y sus productos comestibles para consumo humano en el 
mercado nacional o internacional, así como a los demás actores que conforman el Sistema 
de Trazabilidad Vegetal.

Artículo 2.13.11.3. Principios. Teniendo en cuenta los principios deinidos en 
la Constitución Política, en la Ley 489 de 1998 y en el Código de Procedimiento 
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, el Sistema de Trazabilidad Vegetal 
estará fundamentado principalmente en la universalidad y la gradualidad.

Artículo 2.13.11.4. Deiniciones. Para efectos del presente título se aplicarán las 
siguientes deiniciones:

1. Universalidad. Existencia e implementación obligatoria de un único Sistema de 
Trazabilidad Vegetal oicial en el territorio nacional.

2. Gradualidad. Se entiende como la implementación por progresiva y por etapas 
del Sistema de Trazabilidad Vegetal. Se implementarán de manera gradual, entre 
otros, aspectos como coberturas, información, servicios, preparación, tipos de 
sistemas de producción, especies vegetales, condiciones geográicas, agentes del 
sistema, costos de implementación y operación, inanciación y socialización.

3. Trazabilidad. Proceso que permite identiicar una especie vegetal desde la pro-
ducción de la semilla hasta la adquisición de los productos vegetales terminados 
por parte del consumidor inal, incluida la producción de la semilla, la trasforma-
ción, procesamiento, transporte, distribución y comercialización, y demás infor-
mación asociada a todos los eslabones de la cadena productiva.

4. Actores. Son actores del Sistema de Trazabilidad Vegetal los sujetos de derecho 
público o privado que realicen actividades relacionadas con la trazabilidad vege-
tal, así como entidades territoriales y otras autoridades públicas, instituciones de 
educación superior, centros de investigación, centros de desarrollo tecnológico, 
centros de innovación y productividad, y unidades de I+D+i de empresas, gre-
mios y demás entidades sin ánimo de lucro organizadas bajo esquemas asociati-
vos, empresas, consumidores, entre otros.

5. Especie vegetal. Conjunto de organismos pertenecientes o relativos a las plantas 
con características comunes.

6. Producto vegetal. Materias primas provenientes de especies vegetales que han 
sido sometidas a procesos o tratamientos para facilitar su comercialización tales 
como división, selección, extracción, corte, picado, pelado, triturado, descasca-
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